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El Iraq, el Oriente Medio, el Afganistán y África. Principales cuestiones examinadas por el Consejo de Seguridad en 2003


En un año dominado por la guerra en el Iraq, el Consejo de Seguridad abordó también otras amenazas muy diversas para la paz y la seguridad en todo el mundo, en particular en el Oriente Medio, el Afganistán, Liberia, la República Democrática del Congo y Côte d’Ivoire, entre otros lugares.


El Consejo celebró 181 sesiones oficiales, incluidas 48 sobre distintas situaciones en África, aprobó 67 resoluciones y emitió 30 declaraciones de la Presidencia. El derecho de veto se ejerció en dos ocasiones, en ambos casos por parte de los Estados Unidos en relación con proyectos de resolución sobre la situación en el Oriente Medio.


En los meses anteriores al inicio de las hostilidades en el Iraq, comparecieron varias veces ante el Consejo Hans Blix, Presidente Ejecutivo de la Comisión de Vigilancia, Verificación e Inspección de las Naciones Unidas (UNMOVIC), y Mohamed ElBaradei, Director General del Organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA), y ambos afirmaron que todavía no se habían encontrado armas de destrucción en masa. Sin embargo, en una reunión ministerial celebrada el 5 de febrero, el Secretario de Estado de los Estados Unidos, Colin Powell, presentó lo que a su juicio eran las pruebas de que el Iraq no se había desarmado y declaró que el país había incurrido en violación grave de la resolución 1441 (2002) del Consejo de Seguridad.


Una serie de países, entre ellos Alemania, la Federación de Rusia y Francia, se opusieron firmemente a la acción militar y, en varias sesiones públicas de alto nivel, pidieron más tiempo para que los inspectores de las Naciones Unidas terminaran su labor. Una coalición de países encabezados por los Estados Unidos y el Reino Unido atacaron el Iraq el 19 de marzo; a partir de entonces, el Consejo de Seguridad tuvo que tratar la cuestión de la ocupación militar del país. El Consejo recuperó en cierto modo su unidad con la aprobación de una serie de resoluciones sobre la situación subsiguiente; el envío de un Representante Especial para el Iraq (Sergio Vieira de Mello, que murió en el atentado con bombas cometido el 19 de agosto contra la sede de las Naciones Unidas en Bagdad), el establecimiento de la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas para el Iraq (UNAMI) y la finalización del programa de petróleo por alimentos y de la Misión de Observación de las Naciones Unidas para el Iraq y Kuwait (UNIKOM).


Las sesiones mensuales de información sobre la situación en el Oriente Medio, incluida la cuestión de Palestina, constituyen un reflejo de las vicisitudes del proceso de paz en la región. En su resolución 1515 (2003), de 19 de noviembre de 2003, el Consejo de Seguridad hizo suya la Hoja de Ruta del Cuarteto (los Estados Unidos, la Federación de Rusia, la Unión Europea y las Naciones Unidas) para lograr una solución al conflicto israelo-palestino. Debido al derecho de veto que ejercieron los Estados Unidos, el Consejo rechazó un proyecto de resolución sobre la exigencia de que Israel desistiera de la deportación y las amenazas a la integridad del Presidente elegido de la Autoridad Palestina, Yasser Arafat, así como un texto en que se declaraba ilegal el muro que Israel estaba construyendo en la Ribera Occidental.


El Consejo dedicó el 32% de sus sesiones oficiales a diversas crisis del continente africano, estableció la Misión de las Naciones Unidas en Liberia (UNMIL), con una dotación de 15.000 personas, autorizó una Fuerza Multinacional Provisional de Emergencia en Bunia (República Democrática del Congo), incrementó la dotación militar autorizada de la Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC), y autorizó el despliegue de fuerzas de Francia y de la Comunidad Económica de los Estados de África Occidental (CEDEAO) en Côte d’Ivoire. Además, misiones del Consejo visitaron las regiones occidental y central de África.


Periódicamente, el Consejo recibió información sobre los avances y reveses de la situación en el Afganistán respecto de la seguridad, los procesos político y socioeconómico, el desarme de las facciones rivales, la capacitación de la policía, el desarrollo de las instituciones y la reintegración de excombatientes y refugiados. Una misión del Consejo visitó el país del 31 de octubre al 7 de noviembre. En su resolución 1510 (2003), de 13 de octubre de 2003, el Consejo autorizó a la Fuerza Internacional de Asistencia para la Seguridad a hacerse cargo de la seguridad del personal internacional dedicado a operaciones humanitarias y de reconstrucción fuera de Kabul. La semana pasada, dentro del marco del proceso de Bonn iniciado dos años atrás, la Loya Jirga aprobó la nueva Constitución del Afganistán. El Representante Especial del Secretario General, Lakhdar Brahimi, que informó al Consejo por última vez en calidad de Representante Especial, y destacó la necesidad de aprovechar sin demora ese logro.


A lo largo del año, el Comité contra el Terrorismo, establecido por el Consejo de Seguridad tras los atentados del 11 de septiembre de 2001, se ocupó de la amenaza del terrorismo internacional. En una reunión de nivel ministerial del Consejo celebrada el 20 de enero, se aprobó la resolución 1456 (2003), que contiene una declaración al respecto, y el 6 de marzo el Consejo se reunió con aproximadamente 60 organizaciones internacionales, regionales y subregionales para fomentar un enfoque coordinado del problema.


Como medida poco usual, el Consejo decidió dejar de ocuparse de la cuestión de Libia, después de haber levantado las sanciones impuestas a ese país a raíz de los atentados terroristas cometidos en 1988 contra el vuelo 103 de Pan Am sobre Lockerbie (Escocia) y en 1989 contra el vuelo 772 de la aerolínea francesa UTA sobre el Níger. El Consejo levantó las sanciones porque Libia aceptó su responsabilidad por la actuación de sus funcionarios, renunció al terrorismo y dispuso la indemnización de las familias de las víctimas.


A continuación se resumen las principales actividades del Consejo de Seguridad durante 2003.


El Iraq


Antes de la invasión del Iraq el 19 marzo, el Consejo celebró numerosas reuniones en relación con la aplicación de la resolución 1441 (2002), en que se preveía la instauración de un régimen de inspección más estricto y se concedía al Iraq una última oportunidad de cumplir las resoluciones pertinentes del Consejo.


El Presidente Ejecutivo de la UNMOVIC, Hans Blix, y el Director General del OIEA, Mohamed ElBaradei, informaron al Consejo los días 27 de enero, 14 de febrero y 7 y 19 de marzo. El 7 de marzo, el Sr. ElBaradei afirmó que, después de tres meses de inspecciones intrusivas, el OIEA no había encontrado pruebas de que se hubiera reactivado el programa de armamento nuclear. El Sr. Blix informó sobre la marcha del proceso de desarme después de un período en que la parte iraquí se había mostrado un tanto reacia a cooperar. El 5 de junio, el Sr. Blix informó al Consejo de que, hasta el 19 de marzo, los inspectores no habían encontrado pruebas de que los programas de armas de destrucción en masa siguieran en marcha o se hubieran reanudado.


El 5 de febrero, el Secretario de Estado de los Estados Unidos, Colin Powell, presentó lo que, a su juicio, era la demostración de que el Iraq no se había desarmado, declaró que el país había incurrido en violación grave de la resolución 1441 (2002) y advirtió que ello traería graves consecuencias. Sin embargo, el Ministro de Relaciones Exteriores de Francia, Dominic de Villepin, al que se sumaron otros oradores, dijo que, si había que elegir entre una intervención militar y un régimen de inspección ineficaz, la comunidad internacional debería optar por reforzar las inspecciones.


El 14 de febrero, en relación con la presentación de información por parte de los encargados del régimen de inspección, los Ministros de Relaciones Exteriores de Francia, China, la Federación de Rusia y Alemania, entre otros, se declararon a favor de seguir adelante con el proceso de inspección. Sin embargo, el Sr. Powell, con el apoyo de Jack Straw, Secretario de Estado de Relaciones Exteriores y Asuntos del Commonwealth del Reino Unido, se mostró en contra de alargar eternamente el proceso de inspección. El representante del Iraq afirmó que su país carecía de armas de destrucción en masa y que las afirmaciones del Sr. Powell estaban “completamente alejadas de la verdad”. En un debate celebrado el 7 de marzo, el Sr. de Villepin, afirmó que no permitiría una resolución que autorizara el uso automático de la fuerza, y otros oradores de alto nivel reiteraron su postura.


Los días 18 y 19 de febrero y 11 y 12 de marzo, el Consejo escuchó la opinión de los Estados no miembros del Consejo de Seguridad en debates abiertos convocados por el Movimiento de los Países No Alineados. En esos debates, la mayoría de los oradores instaron al Consejo a que agotara todas las vías pacíficas antes de recurrir a lo que muchos calificaron de “precipitación hacia la guerra”. No obstante, varios oradores, entre ellos los representantes de Australia, el Perú y el Japón, instaron a que se actuara con rapidez a fin de mantener la credibilidad del Consejo.


El 19 de marzo, justo antes del inicio de las hostilidades en el Iraq, el Consejo se reunió una vez más para escuchar a los inspectores principales, cuya misión se había suspendido. El Secretario General, Kofi Annan, afirmó que, cuando estaba claro que el conflicto iba a comenzar, debía hacerse todo lo posible por mitigar el desastre inminente, que fácilmente podía traer consigo hambre y epidemias.


Durante el período posterior al 19 de marzo, la actuación del Consejo vino marcada por la aprobación de las resoluciones 1483 (2003) y 1511 (2003) y por el atentado del 19 de agosto contra la sede de las Naciones Unidas en Bagdad.


En un debate abierto celebrado los días 26 y 27 de marzo, el Secretario General dijo que el mundo estaba viviendo un momento de profundas divisiones y que el Consejo debía redescubrir su unidad de propósito. Mientras durara la guerra, era imprescindible proteger a la población civil. Durante el debate tomaron la palabra unos 68 oradores, la mayoría de los cuales afirmó que la guerra constituía una violación del derecho internacional y de la Carta de las Naciones Unidas. Hicieron hincapié en la necesidad de proteger a la población civil iraquí, prestar asistencia humanitaria inmediata, velar por la integridad territorial del Iraq y adaptar el programa de petróleo por alimentos a la nueva situación.


El Consejo recuperó en cierto modo su unidad el 22 de mayo, con la aprobación de la resolución 1483 (2003) por 14 votos a favor, con la ausencia de Siria. Entre otras cosas, la resolución disponía el nombramiento de un Representante Especial del Secretario General y el levantamiento de las sanciones comerciales, y apoyaba la formación de una administración provisional por el pueblo del Iraq, con la ayuda de la “Autoridad” (las Potencias ocupantes bajo un mando unificado) y el Representante Especial.


En su única comparecencia para informar al Consejo, el 22 de julio, el Representante Especial del Secretario General, Sergio Vieira de Mello, exigió que se estableciera cuanto antes un calendario claro para restaurar la soberanía del país a la mayor brevedad posible. Según el Representante Especial, la mayor contribución que podían aportar era seguir la pauta de los iraquíes y, cuando fuera necesario, ayudarlos a lograr el consenso entre ellos, y añadió que las Naciones Unidas no podían remplazar a la Autoridad Provisional de la Coalición. También tomaron la palabra ante el Consejo miembros del Consejo de Gobierno del Iraq.


En su resolución 1500 (2003), aprobada el 14 de agosto por 14 votos a favor y con la abstención de Siria, el Consejo autorizó la creación de la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas para el Iraq (UNAMI) por un período de un año y acogió con beneplácito el establecimiento del Consejo de Gobierno del Iraq, integrado por 25 miembros, por ser un “importante paso” hacia la formación de un gobierno internacionalmente reconocido y representativo.


Después del atentado terrorista del 19 de agosto contra la sede de las Naciones Unidas en Bagdad, que se saldó con 23 muertos, entre ellos el Representante Especial del Secretario General, Sergio Vieira de Mello, el Consejo, en una declaración de su Presidente de fecha 20 de agosto, afirmó que las Naciones Unidas no se dejarían intimidar, condenó en los términos más enérgicos a los autores del atentado y subrayó la necesidad de hacerlos comparecer ante la justicia.


El 16 de octubre, el Consejo, que aprobó por unanimidad la resolución 1511 (2003), exhortó a la Autoridad Provisional de la Coalición a que devolviera las atribuciones de gobierno al pueblo iraquí tan pronto como fuera viable, e invitó al Consejo de Gobierno del Iraq a que, a más tardar el 15 de diciembre de 2003, le presentara un calendario para la redacción de una nueva constitución y la celebración de elecciones democráticas. El Consejo instó a los Estados Miembros a que prestaran asistencia a la fuerza multinacional bajo mando unificado para mantener la seguridad en el Iraq. Asimismo, decidió que las Naciones Unidas debían reforzar el papel esencial que desempeñaban en el país. El Secretario General afirmó que haría todo lo posible para aplicar el mandato, teniendo presente su obligación de velar por la seguridad del personal de las Naciones Unidas.


El 21 de noviembre, los representantes de la Autoridad Provisional de la Coalición (los Estados Unidos y el Reino Unido) comunicaron al Consejo de Seguridad que la Autoridad había llegado a un acuerdo con el Consejo de Gobierno del Iraq para establecer una asamblea nacional de transición representativa que asumiría plenamente la soberanía para el 30 de junio de 2004. Asimismo, se había fijado un calendario para la elección directa de una convención constitucional, a más tardar el 15 de marzo de 2005. Mediante referéndum popular se ratificaría una constitución y, a más tardar el 31 de diciembre, se elegiría a un nuevo Gobierno del Iraq. Los representantes de la Coalición ya habían informado al Consejo al respecto el 21 de agosto, de conformidad con la resolución 1483 (2003).


El 16 de diciembre, tres días después de la captura de Saddam Hussein, el Secretario General comunicó al Consejo que las Naciones Unidas estaban dispuestas a asumir plenamente su función en el Iraq, pero que, por motivos de seguridad, pocos miembros del personal de contratación internacional podrían trabajar dentro del país. Por ello, la misión de la Organización se establecería en Chipre y Jordania. Se necesitaba conocer mucho más claramente lo que los iraquíes y la Coalición esperaban de las Naciones Unidas en relación con la asistencia a la transición política. Sin embargo, el Ministro de Relaciones Exteriores del Iraq, Hoshyar Zebari, destacó que la situación que vivían ponía de relieve la necesidad de profundizar la participación de las Naciones Unidas, lo que no podía lograrse eficazmente desde Chipre o Ammán.


En virtud de la resolución 1518 (2003), aprobada por unanimidad el 24 de noviembre, el Consejo estableció un comité para que siguiera localizando los activos financieros sustraídos del Iraq por personas relacionadas con Saddam Hussein.


En una declaración de su Presidente de fecha 18 de diciembre, el Consejo de Seguridad prorrogó el mandato de Yuli Vorontsov, Coordinador de Alto Nivel del Secretario General, en relación con la repatriación y el regreso de todos los nacionales de Kuwait y de terceros países, o de sus restos mortales, y con la restitución de todos los bienes de los kuwaitíes, incluidos los archivos, de los que se había incautado el Iraq, de acuerdo con la resolución 1284 (1999).



Programa de petróleo por alimentos


El programa de petróleo por alimentos terminó el 21 de noviembre a medianoche, de conformidad con lo dispuesto en la resolución 1483 (2003). El programa, creado en 1995 para paliar los efectos de las sanciones impuestas después de que el Iraq invadiera Kuwait en agosto de 1990, permitía al Iraq utilizar parte de sus ingresos procedentes del petróleo para adquirir alimentos y medicinas y, proporcionaba a aproximadamente el 60% de la población iraquí su único sustento. El programa se suspendió el 17 de marzo, cuando el Secretario General decidió retirar al personal de las Naciones Unidas del país, justo antes del inicio de las acciones militares.


Mediante la resolución 1472 (2003), aprobada el 28 de marzo, el Consejo autorizó al Secretario General a establecer con carácter de urgencia puntos alternativos, tanto dentro como fuera del Iraq, para la entrega de los equipos y suministros humanitarios, a reenviar las mercancías a dichos puntos cuando procediera, y a tramitar los contratos aprobados tras su revisión a fin de establecer órdenes de prioridad en las necesidades de medicamentos, suministros médicos, alimentos y otros materiales.


En una declaración de su Presidente (véase el documento S/PRST/2003/24), el Consejo subrayó la función excepcionalmente importante que desempeñaba el programa al proporcionar asistencia humanitaria a la población del Iraq bajo el régimen de sanciones impuesto por el Consejo. El Secretario General anunció que la Organización transferiría todas las responsabilidades y los fondos y activos restantes a la Autoridad Provisional de la Coalición. En casi siete años, dijo, el programa de petróleo por alimentos, el único programa humanitario financiado íntegramente con recursos pertenecientes a la nación para la que se había concebido, había tenido que encarar una serie casi imposible de desafíos, para lo que había utilizado unos 46.000 millones de dólares procedentes de las ganancias derivadas de las exportaciones iraquíes.



Misión de Observación de las Naciones Unidas para el Iraq y Kuwait (UNIKOM)


El 6 de octubre marcó el fin de la Misión de Observación de las Naciones Unidas para el Iraq y Kuwait (UNIKOM) y de la zona desmilitarizada entre ambos países. La decisión se había tomado el 3 de julio, con la aprobación por unanimidad de la resolución 1490 (2003), en virtud de la cual se prorrogó el mandato de la UNIKOM por un último período que concluiría el 6 de octubre.



El Afganistán


En 2003 el Consejo tuvo que seguir ocupándose de la situación en el Afganistán, a la que dedicó ocho sesiones. Además, el Consejo envió una misión al país.


Después de la caída de los talibanes tras los atentados del 11 de septiembre de 2001, los representantes de diversos grupos del Afganistán firmaron un acuerdo de paz en Bonn (Alemania) el 5 de diciembre de 2001. El Consejo estableció la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas en el Afganistán (UNAMA) mediante su resolución 1401 (2003), de 28 de marzo de 2002. Durante 2002 y el primer semestre de 2003 se informó periódicamente al Consejo y se lo mantuvo al corriente de la situación en el país.


El 31 de enero de 2003, el Representante Especial del Secretario General, Lakhdar Brahimi, destacó tres esferas en las que se debía centrar la atención para que el proceso de paz fuera irreversible: era necesario robustecer las instituciones claves del Estado, continuar el proceso de reconciliación nacional y mostrar resultados tangibles en lo referente a la reconstrucción. Además, se debía abordar la cuestión de la seguridad. El Sr. Brahimi calificó de “notables” los progresos realizados en muchos frentes, incluido el proceso constitucional y electoral, pero también mencionó problemas en relación con la prestación de socorro, la educación, los derechos humanos, los refugiados y la producción de estupefacientes, e instó a la comunidad internacional a que tuviera una participación sostenida.


En sesiones de información posteriores, celebradas los días 24 de febrero, 26 de marzo, 6 de mayo y 30 de octubre, se trataron cuestiones como la reforma de la seguridad y del sector judicial, el desarme de las facciones rivales, la capacitación de la policía, el desarrollo de las instituciones, la reintegración de los excombatientes y refugiados y el proceso político y socioeconómico. Asimismo, se sugirió que se examinara la cuestión de la seguridad fuera de Kabul, a cargo de la Fuerza Internacional de Asistencia para la Seguridad.


El 17 de junio, el Consejo dedicó una sesión a las amenazas planteadas por el cultivo de drogas en el país. Según un orador, la antigua Ruta de la Seda se había convertido en un camino de opio. La economía del opio iba en detrimento de los esfuerzos que se estaban realizando por crear instituciones en el país. En una declaración de su Presidente, el Consejo, reconociendo los vínculos entre el tráfico ilícito de drogas y el terrorismo, subrayó que para aumentar la seguridad era preciso proseguir la lucha coordinada contra la producción de drogas ilícitas. El Consejo instó a la comunidad internacional a que prestara asistencia para promover medios de vida alternativos y para hacer cumplir las prohibiciones relativas al cultivo, la producción y el tráfico ilícito de drogas.


El mandato de la UNAMA se prorrogó en dos ocasiones, la última el 13 de octubre por un período de 12 meses, en virtud de la resolución 1510 (2003), en que también se autorizó la ampliación del mandato de la Fuerza Internacional de Asistencia para la Seguridad, de modo que pudiera participar en el mantenimiento de la seguridad fuera de la capital para el personal internacional dedicado a operaciones humanitarias y de reconstrucción.


En una sesión de información celebrada el 24 de octubre, el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Jean-Marie Guéhenno, dijo que acogía con satisfacción la ampliación del mandato pues, entre otras cosas, permitiría extender la autoridad de gobierno a las provincias. Sin embargo, además de la seguridad, eran necesarios servicios sociales y labores de reconstrucción para mantener la confianza en la administración de transición. Para ello, se precisaban aproximadamente 6.000 millones de dólares al año. Para mantener el impulso que se había ido creando desde la reunión de Bonn sería necesario contar con la determinación del pueblo afgano y la voluntad de la comunidad internacional.


Una misión del Consejo visitó el país del 31 de octubre al 7 de noviembre. El 11 de noviembre, el jefe de la misión, Gunter Pleuger (Alemania), informó al Consejo de que se habían logrado avances en muchas esferas, por ejemplo la puesta en circulación de una nueva moneda nacional, las labores de reconstrucción, el inicio de un programa nacional de desarme, desmovilización y reintegración, y los preparativos para una Loya Jirga constitucional [celebrada en diciembre]. La mayoría de los hitos del proceso de paz de Bonn se habían alcanzado según el calendario previsto. Además, el Sr. Pleuger apoyó la celebración de una conferencia de seguimiento del proceso de Bonn a comienzos de 2004 y el inicio de un proceso de reconciliación nacional.



El Oriente Medio



Israel y Palestina


Todos los meses se informó al Consejo de Seguridad sobre la situación en el Oriente Medio. En su última sesión de información, celebrada el 12 de diciembre, Terje Roed-Larsen, Representante Especial del Secretario General y Coordinador Especial para el proceso de paz en el Oriente Medio, señaló que, desde septiembre de 2000, el conflicto se había cobrado la vida de 2.969 palestinos y 863 israelíes.


En muchas sesiones de información se subrayó que, si bien se reconocía el derecho de Israel a la legítima defensa, como Potencia ocupante, Israel debía ejercerlo dentro de los parámetros del derecho internacional, en particular, el Cuarto Convenio de Ginebra. En ese sentido, se expresó preocupación por la demolición continua de viviendas palestinas, los cierres del territorio y las ejecuciones extrajudiciales. Al mismo tiempo, se hizo hincapié en que la Autoridad Palestina debía hacer todo lo que estuviera en su mano para evitar la muerte de inocentes. Se instó a la Autoridad Palestina a que llevara ante la justicia a todos los implicados en la planificación de atentados.


El 15 de septiembre, 47 oradores debatieron sobre cómo frenar la reciente ola de violencia y hacer que las partes volvieran a trabajar en el proceso de paz. Muchos expresaron un desacuerdo fundamental con la decisión del Gabinete israelí, en principio, de expulsar a Yasser Arafat de los territorios ocupados. Sin embargo, el representante de Israel dijo que el Sr. Arafat, que no había abandonado la vía del terrorismo, constituía un importante obstáculo para el proceso de paz. El Observador Permanente de la Liga de los Estados Árabes calificó de ridículo el intento de Israel de hacer ver el conflicto desde el prisma del terrorismo. El Consejo debía adoptar una postura clara para poner fin a la abierta desobediencia de las normas internacionales por parte de Israel.


El 16 de septiembre, a causa del voto en contra de los Estados Unidos, el Consejo no pudo aprobar el proyecto de resolución en el que se pediría a Israel que desistiera de cualquier medida de deportación y dejara de amenazar la integridad del Presidente elegido de la Autoridad Palestina. Alemania, Bulgaria y el Reino Unido se abstuvieron, mientras que 11 miembros del Consejo votaron a favor. El representante de los Estados Unidos explicó que su país había votado en contra porque el proyecto no contenía una condena rotunda de los actos de terrorismo, pero los Estados Unidos no apoyaban la eliminación del Sr. Arafat.


El 14 de octubre, 44 oradores expresaron su preocupación por el muro de seguridad que estaba construyendo Israel en la Ribera Occidental. El Observador Permanente de Palestina dijo que la construcción del muro “expansionista” suponía la anexión de facto de amplias zonas del territorio ocupado y confinaría a un gran número de civiles palestinos en varios bantustanes amurallados. Según el representante de Israel, la “valla de seguridad” se estaba construyendo con gran reticencia, pero su país no tenía muchas más opciones para proteger a su pueblo frente al terrorismo. Israel estaba dispuesto a suprimir las vallas si había una solución negociada.


Debido al voto en contra de los Estados Unidos, ese mismo día, el Consejo no pudo aprobar un proyecto de resolución mediante el cual se habría declarado ilegal la construcción del muro de seguridad en los territorios ocupados fuera de la línea del armisticio de 1949. Alemania, Bulgaria, el Camerún y el Reino Unido se abstuvieron, y 10 miembros del Consejo votaron a favor. El representante de los Estados Unidos alegó que el texto no era equilibrado y no abordaba debidamente la cuestión del terrorismo.


El 19 de noviembre, después de que se afirmara que el proceso de paz estaba atravesando un período de inercia, excusas y condicionamientos, el Consejo aprobó por unanimidad la resolución 1515 (2003), en la que hacía suya la Hoja de Ruta propuesta por el llamado “Cuarteto” (los Estados Unidos, la Federación de Rusia, la Unión Europea y las Naciones Unidas). La Hoja de Ruta es un plan basado en los resultados e impulsado por los objetivos, con etapas, plazos, fechas límite y puntos de referencia claros, concebido para resolver el conflicto israelo-palestino y poner fin a la ocupación que se inició en 1967. La Hoja de Ruta se presentó oficialmente a las partes el 30 de abril de 2003.


En su intervención del 12 de diciembre, el Sr. Roed-Larsen dijo que, gracias a la relativa calma sobre el terreno, la disposición de los Primeros Ministros de Israel y Palestina para reunirse, los esfuerzos de Egipto por lograr una cesación del fuego, la aprobación de la resolución 1515 (2003), y las iniciativas de la sociedad civil como los Acuerdos de Ginebra, había una oportunidad de que se volviera a encarrilar el proceso de paz. Para ello, cada una de las partes debía aceptar como una realidad las preocupaciones fundamentales de la otra, que, en términos generales, se podían definir como el territorio y el terror, y las dos partes y la comunidad internacional debían abordarlas de forma paralela, y no en secuencia ni con condiciones previas.



Israel y el Líbano


El Consejo prorrogó el mandato de la Fuerza Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano (UNIFIL) por un período de seis meses en dos ocasiones, la última mediante la resolución 1496 (2003), aprobada por unanimidad el 31 de julio. En las sesiones de información sobre la situación en el Oriente Medio, se hizo notar al Consejo que, aunque en general la situación a lo largo de la Línea Azul se había mantenido tranquila, podía empeorar debido a las violaciones del espacio aéreo que Israel seguía cometiendo y al fuego antiaéreo de Hizbollah que ello provocaba. Asimismo, se observó que ambas partes debían actuar con comedimiento, y que la ampliación de la autoridad del Gobierno del Líbano a todo el sur del país contribuiría a reducir las tensiones.



Israel/Siria


El domingo 5 de octubre, el Consejo se reunió para tratar del ataque aéreo lanzado por Israel contra Siria ese mismo día. El día anterior se había producido un atentado suicida en Haifa (Israel), en el que murieron 19 israelíes. El representante de Siria dijo que el ataque, con el pretexto de luchar contra lo que se denominaba terrorismo, se había utilizado para justificar una política de colonialismo y construcción de asentamientos; por su parte, el representante de Israel afirmó que la Yihad islámica, que había reivindicado el atentado de Haifa, tenía su sede en Damasco (Siria).


El mandato de la Fuerza de las Naciones Unidas de Observación de la Separación (FNUOS) se prorrogó en dos ocasiones en virtud de resoluciones aprobadas por unanimidad, acompañadas por una declaración presidencial en la que el Consejo hacía suya la opinión del Secretario General de que “... la situación en el Oriente Medio es muy tensa y es posible que lo siga siendo, a menos que se llegue a una solución general que abarque todos los aspectos del problema del Oriente Medio”. La última vez fue el 22 de diciembre, fecha en que se prorrogó el mandato hasta el 30 de junio de 2004. La FNUOS viene supervisando la cesación del fuego y la separación entre Israel y Siria desde 1974.



Lucha contra el terrorismo



Comité contra el Terrorismo


Según la información proporcionada por los Presidentes del Comité contra el Terrorismo (Comité establecido en virtud de la resolución 1373 (2001)) a lo largo del año se habían realizado progresos en la lucha internacional contra el terrorismo. El Comité se había creado para que supervisara la aplicación de la resolución, entre otras cosas, con informes de los Estados sobre las medidas adoptadas a tal fin.


Dos semanas después de los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001 contra los Estados Unidos, el Consejo aprobó la resolución 1373, en la que se pedía a los Estados Miembros que previniesen y reprimiesen la financiación del terrorismo, se abstuviesen de proporcionar todo tipo de apoyo a las entidades o personas que participasen en la comisión de actos de terrorismo y denegasen refugio a quienes financiasen, planificasen o cometiesen actos de terrorismo, o prestasen apoyo a esos actos. Las actividades del Comité se centraron en tres esferas principales: la colaboración con los Estados Miembros para aumentar su capacidad de derrotar al terrorismo a nivel nacional, la promoción de programas de asistencia para acelerar el proceso de aumento de la capacidad y la creación de una red mundial de organizaciones regionales e internacionales.


El 20 de enero, el Consejo, reunido a nivel ministerial, aprobó la resolución 1456, que contenía una declaración en la que se reafirmaba la gravedad de la amenaza mundial del terrorismo y se pedía a todos los Estados que tomasen medidas urgentes para impedir y reprimir el apoyo activo o pasivo al terrorismo. En esa reunión, el Secretario General, Kofi Annan, insistió en el papel jurídico e institucional indispensable y cada vez más importante que las Naciones Unidas debían desempeñar en la campaña contra el terrorismo. También pidió que se adoptasen medidas para solucionar las controversias políticas y los prolongados conflictos que generaban apoyo al terrorismo.


El 6 de marzo, el Consejo se reunió con unas 60 organizaciones subregionales, regionales e internacionales, para alentarlas a desarrollar un criterio coordinado en la comunidad internacional sobre las cuestiones relativas a la lucha contra el terrorismo.


Los Presidentes del Comité contra el Terrorismo (el Reino Unido hasta el 4 de abril y España a partir de esa fecha) informaron al Consejo los días 20 de enero, 20 de febrero, 4 de abril, 6 de mayo, 23 de julio y 16 de octubre.


El 4 de abril, el Presidente saliente, Jeremy Greenstock (Reino Unido), dijo que la lucha contra el terrorismo se había globalizado. Las iniciativas colectivas darían sus frutos, porque ningún país podía prevenir el terrorismo de forma aislada. Dijo que había sido necesario un horrible atentado terrorista a menos de 5 millas del Salón del Consejo para que la comunidad internacional aprobase las normas mundiales jurídicamente vinculantes contenidas en la resolución 1373, pero los recuerdos se pueden olvidar al igual que el sentido de la responsabilidad. La energía de un órgano central y catalizador podía marcar una diferencia enorme para el mantenimiento del orden público a escala mundial y eso es lo que es ahora el Comité.


El 16 de octubre, el Presidente entrante del Comité, Inocencio F. Arias (España), dijo que la labor del Comité estaba pasando de la fase “A”, que consistía básicamente en cerciorarse de que la legislación se adaptaba a la lucha, a la fase “B”, que consistía en pasar a aplicar efectivamente esas medidas legislativas. El Comité colaboraba cada vez más con los países que tenían dificultades en aplicar las disposiciones de la resolución. Se habían afianzado los vínculos con las organizaciones subregionales y regionales y se habían adoptado medidas para asegurar la cooperación entre el Comité y el Comité establecido en virtud de la resolución 1267, que supervisaba la aplicación de las sanciones contra los talibanes y Al-Qaida.


Los oradores que participaron en los debates celebrados tras las sesiones informativas recalcaron la necesidad de prestar mayor atención a las causas profundas del terrorismo, a saber, la pobreza, la intolerancia, los conflictos regionales y la denegación de los derechos humanos. En la lucha contra el terrorismo, se deben respetar el derecho nacional e internacional, los derechos humanos y la Carta de las Naciones Unidas. Asimismo, se señaló la relación entre el terrorismo, la delincuencia transnacional organizada, las drogas ilícitas, el blanqueo de dinero y el tráfico de armas ilícitas.


Se instó a los países que todavía no lo hubieran hecho a que firmaran y ratificaran los 12 convenios relativos al terrorismo. Se lamentó que las diferencias políticas retrasasen la elaboración de un convenio mundial de lucha contra el terrorismo y los actos de terrorismo nuclear, para lo cual era un obstáculo que no se hubiera llegado a un acuerdo respecto de la definición de terrorismo. Algunos oradores insistieron en el derecho a la libre determinación de los pueblos y dijeron que no debía dejar de examinarse el fenómeno del terrorismo de Estado.


En una declaración del Presidente formulada a raíz del debate celebrado el 16 de octubre, el Consejo reiteró que el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones constituía una de las más graves amenazas a la paz y la seguridad y que todo acto de terrorismo era delictivo e injustificable, independientemente de los motivos a que obedeciera, dondequiera y quienquiera lo perpetrara.



Comité establecido en virtud de la resolución 1267 (1999)


El 17 de enero, el Consejo, en la resolución 1455, mejoró la aplicación de las medidas contra los talibanes y los miembros de la organización Al-Qaida, congelando los fondos de los talibanes y de Osama bin Laden y sus asociados e imponiendo un embargo de armas y la prohibición de viajar. El Consejo también recalcó la necesidad de que mejorará la coordinación entre el Comité establecido en virtud de la resolución 1267 y el Comité contra el Terrorismo.


El 29 de julio el Presidente del Comité establecido para supervisar la aplicación de las sanciones impuestas a Osama bin Laden, Al-Qaida y los talibanes (Comité establecido en virtud de la resolución 1267 (1999)) informó al Consejo. Heraldo Muñoz (Chile) señaló que, aunque la comunidad internacional había tenido un cierto éxito frente a Al-Qaida, entre otras cosas con la detención de algunos de sus dirigentes, los atentados ocurridos recientemente en varios países habían venido a subrayar los problemas que plantea la lucha contra el terrorismo internacional. El Comité había mejorado el formato y el contenido de la “lista consolidada de personas y entidades vinculadas o asociadas con los talibanes y Al-Qaida”.



Otras medidas


El 13 de febrero, el Consejo, en virtud de la resolución 1465, condenó “en los términos más enérgicos” el atentado con bomba de la semana anterior en Bogotá (Colombia). El 20 de agosto, en una declaración del Presidente, el Consejo condenó categóricamente el ataque del 19 de agosto contra la sede de las Naciones Unidas en Bagdad (Iraq) por tratarse de un atentado contra toda la comunidad internacional y declaró que la misión de la Organización en el Iraq “no se dejará intimidar”. El 20 de noviembre, el Consejo, en la resolución 1516, condenó los atentados con bombas de los días 15 y 20 de noviembre en Estambul (Turquía).



África


Siguiendo la política de tratar de resolver la situación global de África gracias a una mayor interacción entre las Naciones Unidas y las organizaciones regionales y subregionales, el Consejo dedicó 58 de sus sesiones oficiales, aproximadamente, el 32%, a la situación del continente, apoyó varias misiones de mantenimiento de la paz e iniciativas de paz de organizaciones subregionales y envió dos misiones del Consejo al continente, una al África occidental y otra al África central.



África central y occidental


El 18 de marzo, el Consejo celebró una sesión pública, en la que altos funcionarios de la Comunidad Económica de los Estados de África Occidental (CEDEAO) lo informaron de las amenazas contra la paz y la seguridad en la subregión del África occidental. En la resolución 1467, que contiene una declaración acerca de la proliferación de armas pequeñas y ligeras y las actividades mercenarias en África occidental, el Consejo recomendó que los Estados de la subregión considerasen ampliar la moratoria de la CEDEAO sobre armas pequeñas, así como la creación de un registro nacional de la CEDEAO en que constasen los inventarios nacionales de dichas armas.


Del 7 al 16 de julio, se efectuó una misión del Consejo al África central, que examinó la situación en la República Democrática del Congo y Burundi. Del 26 de junio al 5 de julio, una misión del Consejo visitó Guinea-Bissau, Nigeria, Ghana, Côte d’Ivoire, Guinea y Sierra Leona, en apoyo de las iniciativas de paz en la subregión del África occidental. Debido al conflicto que en ese momento había en Liberia, la misión no pudo visitar ese país y, en vez de eso, se trasladó a Accra (Ghana), donde estaban reunidas las partes en las conversaciones de paz de Liberia. El Consejo se reunió el 30 de mayo para preparar esas misiones.


El 18 de junio, el Consejo fue informado de la misión al África central por su jefe, Jean-Marc de la Sablière (Francia) y, el 9 de julio de la misión al África occidental, encabezada por Jeremy Greenstock (Reino Unido).


El 25 de julio, el Consejo formuló una declaración presidencial por la que hizo suyas las recomendaciones formuladas por ambas misiones, que figuran en los documentos S/2003/653 sobre el África central y S/2003/688 sobre el África occidental y recalcó la importancia de que se adoptara un criterio subregional al enfocar cuestiones como las de las armas pequeñas y ligeras, los mercenarios, los niños soldados y el acceso humanitario.


Del 8 al 22 de junio, una misión de evaluación de los países de la Comunidad Económica del África Central (CEAC) visitó el Gabón, Santo Tomé y Príncipe, el Congo, Angola, la República Democrática del Congo, Burundi, Rwanda, el Camerún, Guinea Ecuatorial, el Chad y la República Centroafricana.


El 24 de noviembre, el Consejo examinó el informe de la misión (documento S/2003/1077) con objeto de fortalecer la cooperación entre el sistema de las Naciones Unidas y los Estados de la subregión del África central. El Subsecretario General de Asuntos Políticos, Tuliameni Kalomoh, insistió en la necesidad de que se adoptara un enfoque holístico, integrado e intersectorial al tratar de resolver los conflictos armados, promover la estabilidad y el desarrollo a largo plazo y luchar contra problemas como el comercio ilícito de armas, los movimientos masivos de refugiados, la pobreza generalizada y las precarias instituciones estatales.



Región de los Grandes Lagos


El 20 de noviembre, el Consejo examinó los preparativos de una conferencia internacional sobre la región de los Grandes Lagos de África. El objetivo de la conferencia era crear un marco regional en torno a los temas de la paz y la seguridad, la democracia y el buen gobierno, el desarrollo económico y la integración regional y asuntos humanitarios y sociales. El proceso preparatorio de la conferencia consistirá en reuniones de los comités preparatorios nacionales y de un comité preparatorio regional, así como una serie de reuniones temáticas (las organizaciones subregionales, la mujer, la juventud), que culminarán en dos cumbres: la primera en junio de 2004 para adoptar principios y directrices generales y la segunda en una fecha que aún no se ha fijado.


En una declaración presidencial, el Consejo instó a los países de la región (Burundi, Kenya, la República Democrática del Congo, la República Unida de Tanzanía, Rwanda y Uganda) y a la comunidad internacional a que prestasen apoyo político, técnico y financiero a la conferencia, que se celebraría con los auspicios de las Naciones Unidas y la Unión Africana.



Seguridad alimentaria en África


El 7 de abril, el Director Ejecutivo del Programa Mundial de Alimentos (PMA), James T. Morris, informó al Consejo de la crisis alimentaria en África, que era una amenaza contra la paz y la seguridad y señaló que este año el PMA necesitaba 1.800 millones de dólares de los Estados Unidos para atender a las necesidades alimentarias de emergencia en África. Según el Sr. Morris, entre las causas de las crisis alimentarias de África cabía hablar de una combinación letal de repetidas sequías, el fracaso de las políticas económicas, los conflictos y el impacto cada vez mayor del VIH/SIDA. Los oradores que intervinieron en el debate que se celebró a continuación destacaron la necesidad de que la comunidad internacional afrontase la crisis, en el entendimiento de que la seguridad alimentaria estaba estrechamente relacionada con cuestiones de seguridad más amplias. Asimismo, insistieron en que había que hacer frente a las causas del hambre, en vez de limitarse a las situaciones de emergencia alimentaria.



Burundi


Después de un largo conflicto interno entre el ejército compuesto en su mayoría por tutsis y los rebeldes hutus, como resultado del cual murieron unas 200.000 personas y se produjeron desplazamientos masivos de la población, el 28 de agosto de 2000 la mayoría de las partes firmaron un Acuerdo de Paz y Reconciliación en Arusha (República Unida de Tanzanía). El 1° de noviembre de 2002, entró en vigor un plan de reparto del poder en virtud del cual ocuparán la Presidencia por turno un hutu y un tutsi. El 2 de diciembre de 2002, el Gobierno y las Fuerzas de Defensa de la Democracia acordaron la cesación del fuego.


En una declaración presidencial del 2 de mayo, el Consejo felicitó a las partes por la haber logrado que el traspaso de poder al cambiar la presidencia del Gobierno de transición el 1° de mayo, se hubiera hecho de forma pacífica, condenó enérgicamente los ataques perpetrados en abril por las fuerzas del Consejo Nacional de Defensa de la Democracia-Fuerzas de Defensa de la Democracia (CNDD-FDD) contra Bujumbura y otras ciudades y reiteró su petición a las Fuerzas Nacionales de Liberación (Palipehutu-FNL) de que acordasen una cesación incondicional del fuego con el Gobierno.


El 22 de diciembre, en una declaración presidencial, el Consejo celebró la firma, el 16 de noviembre, del acuerdo de cesación del fuego entre el Gobierno de transición de Burundi y el CNDD-FDD e instó una vez más al Palipehutu-FNL, único grupo rebelde que no se había sumado al proceso de Arusha, a que lo hiciese sin mayor dilación. Esa declaración se formuló después de una reunión celebrada el 4 de diciembre, en la que el Vicepresidente de Sudáfrica y Facilitador del proceso de paz en Burundi, Jacob Zuma, informó a los miembros de las novedades.



Côte d’Ivoire


Tras un intento de golpe de Estado en septiembre de 2002, que provocó actos de violencia generalizados y una crisis humanitaria, el país quedó prácticamente dividido, con la parte meridional bajo control del Gobierno, dirigido por el Presidente Laurent Gbagbo, y la septentrional en manos de grupos rebeldes.


El 4 de febrero, el Consejo aprobó la resolución 1464, en la que pedía la plena e inmediata aplicación del acuerdo de paz firmado por las fuerzas políticas de Côte d’Ivoire en Linas-Marcoussis (Francia) el 24 de enero. El Consejo autorizó el despliegue de fuerzas de la CEDEAO y de Francia por un período de seis meses en apoyo del acuerdo. El 4 de agosto, se prorrogó la autorización por un período de seis meses (resolución 1498).


En una reunión ministerial celebrada el 29 de abril, el Secretario General pidió al Consejo y a la comunidad internacional que prestasen el apoyo financiero necesario a la fuerza de mantenimiento de la paz del África occidental y recomendó el establecimiento de una pequeña operación de las Naciones Unidas.


En virtud de la resolución 1479, de 13 de mayo, el Consejo estableció la Misión de las Naciones Unidas en Côte d’Ivoire (MINUCI) por un período inicial de seis meses, para facilitar la aplicación del Acuerdo de Linas-Marcoussis. El 13 de noviembre, se prorrogó el mandato de la MINUCI por seis meses (resolución 1514).


En una declaración presidencial adoptada el 25 de julio, el Consejo reiteró la necesidad de que las fuerzas políticas de Côte d’Ivoire aplicasen plenamente y sin demora las disposiciones del Acuerdo de Linas-Marcoussis, así como las del acuerdo suscrito en Accra (Ghana) el 8 de mayo (“Accra II”), con miras a celebrar elecciones abiertas, libres y transparentes en 2005. En una declaración presidencial del 13 de noviembre, el Consejo expresó su preocupación por la aminoración del ritmo del proceso de paz en Côte d’Ivoire.


El 24 de noviembre, al dirigirse al Consejo, el Secretario General expresó su profunda preocupación por la paralización política a que se había llegado al retirarse las Forces Nouvelles del Gobierno de Reconciliación Nacional, las instó a que volviesen al Gobierno sin demora y pidió a todas las milicias que se disolviesen de inmediato, de manera que se pudiera concentrar y desarmar a los grupos armados.


El 4 de diciembre, en una declaración presidencial, el Consejo expresó su profunda preocupación por los intentos de elementos armados de cruzar la línea de cesación del fuego e instó a todas las partes a que se abstuviesen de cualquier acto que pudiese poner en peligro la observancia de la cesación del fuego y la aplicación del Acuerdo de Linas-Marcoussis. Destacó la importancia que atribuía a que las Forces Nouvelles participasen plenamente en el gobierno de reconciliación nacional y reafirmó la urgente necesidad de realizar operaciones para reagrupar a las fuerzas opuestas, de manera que se pudiese proceder al desarme y la desmovilización.



República Democrática del Congo


La labor del Consejo respecto de la República Democrática del Congo se centró en la continua inestabilidad en la parte oriental del país, junto con las continuas e innumerables violaciones de los derechos humanos y el saqueo de los recursos, al tiempo que el progreso político se consolidaba en torno a la formación del Gobierno de unidad nacional en julio. El conflicto se remonta a agosto de 1998, cuando, en un intento de estabilizar el país y consolidar su control, el entonces Presidente Laurent Kabila expulsó a las tropas rwandesas del país. Esa decisión pronto se convirtió en una controversia regional.


En julio de 1999, la República Democrática del Congo, Angola, Namibia, Rwanda, Uganda y Zimbabwe firmaron en Lusaka (Zambia) un acuerdo de cesación del fuego que el Movimiento de Liberación del Congo (MLC) —uno de los grupos rebeldes— firmó en agosto. Para ayudar a supervisar la aplicación de ese acuerdo en noviembre de 1999, se estableció la Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC).


En las sesiones informativas celebradas el 13 de febrero y el 20 de marzo el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Jean-Marie Guéhenno, y el fallecido Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Sergio Vieira de Mello, dieron la alarma respecto de la situación que imperaba en la parte oriental. Se informó al Consejo de que se habían producido violentos combates en la región de Ituri, en los que habían participado el Movimiento de Liberación del Congo (MLC), la Coalición Congoleña para la Democracia-Nacional, la Coalición Congoleña para la Democracia-Kisangani/Movimiento de Liberación y la Unión de Patriotas Congoleños (UPC), a pesar de la firma en diciembre de un acuerdo inclusivo en Pretoria (Sudáfrica). Los oradores insistieron en que era preciso acabar con las violaciones de los derechos humanos y el ambiente de impunidad.


En una declaración presidencial del 16 de mayo, el Consejo acogió con satisfacción el acuerdo de cesación del fuego en la región de Ituri, que se había firmado ese mismo día, así como las iniciativas del Secretario General para tratar de resolver la situación humanitaria de emergencia en Bunia, donde se estaban intensificando las matanzas étnicas, en particular la posibilidad de enviar una fuerza internacional de emergencia.


El 30 de mayo, el Consejo, en virtud del capítulo VII y de la resolución 1484, autorizó el establecimiento, hasta el 1° de septiembre, de una Fuerza Multinacional Provisional de Emergencia en Bunia, facultada para adoptar todas las medidas necesarias para cumplir su mandato, a saber: contribuir a estabilizar la seguridad y la situación humanitaria en Bunia, proteger el aeropuerto y los campamentos de desplazados internos y, de ser necesario, proteger a la población, al personal de las Naciones Unidas y al personal humanitario.


En una sesión, celebrada el 7 de julio, en que el Sr. Guéhenno, Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, y Bertrand Gangapersaud Ramcharan, Alto Comisionado Adjunto para los Derechos Humanos informara de la situación, el Consejo se centró en dos informes de la Oficina del Alto Comisionado sobre las atrocidades cometidas en la región de Ituri. En los informes se llegaba a la conclusión de que en la parte oriental del país todas las partes utilizaban las violaciones de los derechos humanos para crear un ambiente de terror y opresión, a fin de controlar a la población y los recursos naturales.


Más entrado el mes, el Consejo fue informado de que había llegado a un momento decisivo en el proceso de paz, iniciado cuatro años antes, cuando 28 oradores hicieron uso de la palabra y celebraron la decisión de la Unión Europea de establecer la Fuerza Multinacional Provisional de Emergencia en Bunia, autorizada en la resolución 1484, durante una sesión pública celebrada el 18 de julio para examinar la forma de seguir adelante. No obstante, varios oradores advirtieron que la sustitución de la Fuerza se debía efectuar sin interrupciones y con cuidado. Algunos pidieron que se impusiera un embargo de armas a la parte oriental del país y muchos reclamaron que se pusiera fin a la impunidad de los autores de actos de violencia. La instauración de un gobierno de transición, cuatro años después de la firma del Acuerdo de Cesación del Fuego de Lusaka, se calificó de histórica.


El 28 de julio, el Consejo se reunió por tercera vez ese mes para estudiar el asunto y prorrogó el mandato de la MONUC hasta el 30 de julio de 2004. La resolución 1493 situó a la MONUC en el marco del “capítulo VII”, autorizando a la Misión a utilizar “todos los medios que sean necesarios” para cumplir su mandato en la parte oriental del país, aumentó su fuerza militar autorizada a 10.800 hombres e impuso un embargo de armas de 12 meses contra zonas de la parte oriental del país. (El 26 de junio, el mandato de la MONUC se había prorrogado por un mes en virtud de la resolución 1489.)


El 26 de agosto, en la resolución 1501, el Consejo autorizó a la Fuerza Multinacional Provisional de Emergencia a prestar asistencia mientras se reforzaba la Misión de las Naciones Unidas y se desplegaba en Bunia y sus alrededores el 1° de septiembre. Con esa asistencia se pretendía lograr una transición sin problemas a medida que la Misión de las Naciones Unidas asumiese las responsabilidades de la Fuerza, que debía completar su retirada antes del 15 de septiembre.



Explotación ilegal de los recursos naturales de la República Democrática del Congo


En junio de 2000, a petición del Consejo, el Secretario General creó un Grupo de Expertos encargado de examinar la cuestión de la explotación ilegal de los recursos naturales y otras riquezas de la República Democrática del Congo. El 24 de enero de ese año, el Consejo, en la resolución 1457, pidió un nuevo mandato de seis meses para el Grupo. En la resolución 1499, de 13 de agosto, se pidió que se prorrogase el mandato del Grupo hasta el 31 de octubre, para que pudiese terminar sus trabajos y presentar un informe final.


En una declaración presidencial del 19 de noviembre, el Consejo, a la luz del informe final del Grupo, condenó la constante explotación de esos recursos. Instó a todos los países afectados, especialmente a los de la región, a que adoptaran medidas para acabar con esas actividades ilícitas, continuando sus propias investigaciones sobre la base de la información acumulada por el Grupo. También alentó a los países, las organizaciones comerciales y los órganos especializados a que vigilaran el comercio de materias primas procedentes de la región.



Etiopía y Eritrea


La guerra entre Etiopía y Eritrea estalló en mayo de 1998 como consecuencia de una controversia fronteriza. La Misión de las Naciones Unidas en Etiopía y Eritrea (UNMEE) se estableció después de que ambos países firmasen un Acuerdo de Cesación de Hostilidades el 18 de junio de 2000 en Argel (Argelia), donde también se firmó un acuerdo general de paz el 12 de diciembre de 2000.


El mandato de la UNMEE se prorrogó en dos ocasiones, la última el 12 de septiembre, en virtud de la resolución 1507, hasta el 15 de marzo de 2004. En esa resolución, el Consejo instó a las partes a que cooperasen cabal y prontamente con la Comisión de Fronteras en sus actividades de delimitación y demarcación y pusiesen plenamente en práctica sus directrices y órdenes de demarcación.


El 17 de julio, el Consejo, en una declaración presidencial, celebró la aceptación por los países de la decisión de abril de 2002 sobre la delimitación como “final y obligatoria” e instó a las partes a que cooperaran cabal y prontamente con la Comisión de Fronteras para comenzar la demarcación en el sector oriental e iniciar los trabajos de prospección en los sectores central y occidental.



Guinea-Bissau


En marzo de 1999, el Consejo estableció una Oficina de Apoyo a la Consolidación de la Paz en Guinea-Bissau (UNOGBIS) para coordinar las iniciativas del sistema de las Naciones Unidas después de la guerra civil de fines del decenio de 1990.


Como reacción ante la frágil situación política imperante en Guinea-Bissau, en la primera de dos sesiones oficiales, el Consejo formuló una declaración presidencial, el 19 de junio (documento S/2003/PRST/8). Antes de su misión a la subregión del África occidental del 26 de junio al 5 de julio, instó a los dirigentes del país y a la comunidad internacional a que redoblasen sus esfuerzos conjuntos por asegurar que puedan “reanudarse cuanto antes” los programas humanitarios, de desarrollo y de consolidación de la paz. El Consejo pidió al Presidente y al Gobierno del país que aseguren la transparencia y la credibilidad de las elecciones legislativas del 6 de julio.


El 29 de septiembre, el Consejo se reunió para examinar la situación tras el golpe de Estado incruento del 14 de septiembre, cuando el ejército del país usurpó el poder del Presidente Kumba Yala, que había vuelto a aplazar las elecciones como lo había hecho en varias ocasiones desde que había disuelto el Gobierno el mes de noviembre anterior. José Ramos Horta, Ministro de Relaciones Exteriores de Timor-Leste y enviado especial de la Comunidad de Países de Lengua Portuguesa, dijo que, al parecer, el pueblo había acogido con satisfacción la intervención militar. Confiaba en que el actual gobierno de transición no pretendiese permanecer en el poder y que hubiese actuado movido verdaderamente por las condiciones socioeconómicas.



Liberia


Como consecuencia de su apoyo a grupos armados en la subregión del África occidental, incluida Sierra Leona, el Consejo impuso amplias sanciones a Liberia en 2001, que consistían en un embargo de armas y diamantes en bruto y la prohibición de efectuar viajes oficiales. En una declaración presidencial del 13 de diciembre de 2002, el Consejo expresó su preocupación por los ataques armados del grupo rebelde Liberianos Unidos por la Reconciliación y la Democracia (LURD). Se creó un grupo de expertos para investigar las violaciones de las sanciones.


En virtud de la resolución 1458, de 28 de enero, se restableció el Grupo de Expertos por otro período de tres meses. En la resolución 1478, de 6 de mayo se prorrogaron las sanciones en vigor durante 12 meses y se agregó la prohibición de importar troncos y productos de madera procedentes de Liberia durante 10 meses.


El 1° de agosto, al reanudarse los combates en Monrovia el 18 de julio después de un acuerdo de cesación del fuego firmado por las partes el 17 de junio, el Consejo, en la resolución 1497, autorizó a una fuerza multinacional a tomar “todas las medidas necesarias” en apoyo de la aplicación del acuerdo, se manifestó dispuesto a desplegar una fuerza de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas antes del 1° de octubre para ayudar a lograr un acuerdo general de paz y autorizó a la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNAMSIL) a que prestase apoyo logístico, por un período de 30 días como máximo, a los elementos avanzados de la Comunidad Económica de los Estados de África Occidental (CEDEAO) de la fuerza multinacional.


Esa resolución fue aprobada por 12 votos a favor y la abstención de Francia, Alemania y México a causa de una disposición que limitaba la jurisdicción de la Corte Penal Internacional y de terceros países.


El 27 de agosto, el Consejo, en una declaración presidencial, se felicitó por el Acuerdo General de Paz del 18 de agosto, después de una sesión a nivel ministerial en la que fue informado de la situación por altos funcionarios de la CEDEAO.


En virtud de la resolución 1509, aprobada el 19 de septiembre, el Consejo estableció una fuerza de estabilización de 15.000 hombres por un período de 12 meses para prestar asistencia en la cesación del fuego y la aplicación del acuerdo de paz. Asimismo, acogió con satisfacción la dimisión del Presidente Charles Taylor el 11 de agosto y la transferencia pacífica del poder en el país y pidió al Secretario General que transfiriese la autoridad de las fuerzas de la CEDEAO a la Misión de las Naciones Unidas en Liberia (UNMIL) el 1° de octubre. Esta decisión fue tomada tras una sesión celebrada el 16 de septiembre en que Jacques Paul Klein, Representante Especial del Secretario General para Liberia, informó al Consejo.


Con objeto de adaptar los embargos contra Liberia para tener en cuenta el cambio de las circunstancias, en particular la salida del Sr. Taylor y la formación del Gobierno Nacional de Transición, así como los progresos realizados en el proceso de paz en la vecina Sierra Leona el 22 de diciembre, el Consejo de Seguridad puso fin a la prohibición de vender o suministrar armas, diamantes y madera, así como la de viajar, y disolvió el Comité creado para supervisar la prohibición. Al mismo tiempo, volvió a aplicar las medidas bajo la supervisión de un nuevo órgano establecido en virtud de la resolución 1521.


Además, el Consejo pidió a todos los países del África occidental que tomasen medidas para impedir que personas y grupos armadas utilizasen su territorio para preparar y cometer ataques contra los países vecinos y se abstuviesen de cualquier acción que pudiese desestabilizar aún más la situación en la subregión.



Libia


Por 13 votos a favor y con la abstención de Francia y los Estados Unidos, el Consejo aprobó la resolución 1506 el 12 de septiembre, por la cual se levantaron las sanciones impuestas a Libia tras los atentados terroristas cometidos contra el vuelo 103 de Pan Am sobre Lockerbie, Escocia, en 1998, y el vuelo 772 de la compañía francesa Union de transports aeriens (UTA), sobre el Níger, en 1989, en virtud de que Libia aceptó la responsabilidad por los actos cometidos por funcionarios libios, renunció al terrorismo y tomó medidas para abonar una indemnización adecuada a las familias de las víctimas. En la sesión del 9 de septiembre se había pospuesto la adopción de medidas sobre el texto. El Consejo también suprimió este tema de la lista de asuntos.



Sierra Leona


En la resolución 1470, de 28 de marzo, se prorrogó por seis meses el mandato de la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNAMSIL). En la misma resolución se instó a la UNAMSIL a hacerse cargo de la seguridad interna y externa, completar la fase 2 y poner en marcha la fase 3 del plan de reducción de efectivos, de conformidad con el decimoquinto informe del Secretario General (documento S/2002/987).


El 18 de julio, mediante la resolución 1492, el Consejo aprobó la recomendación del Secretario General de que el proceso de reducción de efectivos de la UNAMSIL se efectuara de conformidad con la opción de “modificación del statu quo”, según la cual, tras cuatro fases de reducción de las tropas, el retiro completo concluiría en diciembre de 2004.


En la resolución 1508, de 19 de septiembre, se prorrogó nuevamente el mandato de la UNAMSIL hasta el 31 de marzo de 2004. El Consejo celebró la intención del Secretario General de reducir las tropas a 11.500 a partir de noviembre, si la situación en materia de seguridad se mantenía favorable. Está previsto que para octubre de 2004 se hayan reducido las tropas a 5.000 efectivos.


El conflicto en Sierra Leona se remonta a marzo de 1991, cuando combatientes del Frente Revolucionario Unido (FRU) pusieron en marcha una campaña bélica desde la región oriental del país, cerca de la frontera con Liberia, para derrocar al Gobierno. En octubre de 1999, el Consejo de Seguridad, en su resolución 1270 (1999), estableció la UNAMSIL para contribuir a la aplicación del Acuerdo de Paz de Lomé (Togo), firmado el 7 de julio de 1999 por el Gobierno de Sierra Leona y el FRU.



Somalia


Tras una década de anarquía y hambre en el país, se inició un proceso de reconciliación nacional con la celebración de una conferencia de paz entre las diversas facciones de Arta (Djibouti) a mediados de 2000 y la formación de un gobierno de transición. Dado que varios partidos de Somalia no apoyaron el proceso, siguió habiendo importantes problemas en materia de seguridad, reconstrucción y desarrollo. El 27 de octubre de 2002 se firmó en Eldoret (Kenya) la Declaración sobre la cesación de hostilidades y las estructuras y principios del proceso de reconciliación en Somalia. 


El 12 de marzo, en una declaración del Presidente, el Consejo de Seguridad indicó que lamentaba profundamente que, a pesar de que se hubiera firmado la Declaración, todavía continuaron los enfrentamientos. Condenó a todos los involucrados en los enfrentamientos e instó a detener de inmediato todos los actos violentos. También hizo un llamamiento a los Estados y otras partes interesadas a aplicar escrupulosamente el embargo de armas establecido en la resolución 733 (1992).

En una declaración del Presidente de 11 de noviembre, el Consejo instó a los dirigentes de Somalia a llegar a un acuerdo viable y a una solución duradera del conflicto, mediante las reuniones de dirigentes que estaba previsto realizar el mes siguiente en Kenya. También instó a la comunidad internacional a apoyar el proyecto de reconciliación nacional de Somalia, el Fondo Fiduciario para la consolidación de la paz en Somalia y el llamamiento interinstitucional unificado de las Naciones Unidas para Somalia.


Como parte de su labor de supervisión del embargo de armas de 1992, el Consejo de Seguridad, en su resolución 1474, de 18 de abril, volvió a establecer el Grupo de Expertos que había creado en septiembre de 2002 para investigar las infracciones al embargo. El Consejo decidió además enviar una misión del Comité, establecido en 1992, para vigilar el embargo de armas.


Habiendo examinado el informe del Grupo de Expertos (documento S/2003/35), en el que se describen las extendidas infracciones del embargo, en particular la corriente de armas y municiones que entra y pasa por ese país hacia los países vecinos, lo que repercute en la seguridad de la región, el Consejo aprobó la resolución 1519 el 16 de diciembre, en la que se pedía al Secretario General que estableciera un Grupo de supervisión, por un período de seis meses, que comenzaría tan pronto como fuera posible, y que debía concentrarse en las infracciones del embargo de armas que se estaban cometiendo, incluidas las transferencias de municiones, armas de un solo uso y armas pequeñas.



Sudán


En una declaración del Presidente de 10 de octubre, el Consejo acogió con satisfacción el acuerdo sobre las medidas de seguridad alcanzado en septiembre en Naivasha (Kenya) por el Gobierno del Sudán y el Movimiento/Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés, y declaró que esperaba con interés que se concertara un acuerdo global de paz basado en el Protocolo de Machakos.


El Protocolo de Machakos, firmado el 20 de julio de 2002 en Machakos (Kenya) por el Gobierno del Sudán y el Movimiento/Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés, es un acuerdo sobre un marco amplio de principios de gobernabilidad y procedimientos para el proceso de transición. Con arreglo al Protocolo, las partes alcanzaron un acuerdo sobre el derecho a la libre determinación de los habitantes del Sudán meridional.



Sáhara Occidental


En enero, el Enviado Personal del Secretario General para el Sáhara Occidental, James Baker III, presentó el “Plan de paz para la libre determinación del pueblo del Sáhara Occidental” a las partes participantes en la resolución del conflicto de larga data sobre ese Territorio. El plan propuesto (documento S/2003/565, anexo II) prevé que las Naciones Unidas lleven a cabo un referéndum sobre la situación final del Sáhara Occidental y se establezca una autoridad provisional hasta que se haga efectivo el resultado del referéndum.


Marruecos y el Frente Popular para la Liberación de Saguia el-Hamra y de Río de Oro (Frente POLISARIO) se disputan el Territorio desde que España renunció a su  control en 1974. La Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental (MINURSO) fue establecida en 1991 para supervisar la celebración de un referéndum en el que el pueblo del Sáhara occidental pudiera elegir entre la independencia y la integración en Marruecos, como parte del Plan de Arreglo de las Naciones Unidas. Hace años que el proceso de referéndum está estancado.


A efectos de conceder a las partes el tiempo necesario para estudiar la propuesta, el mandato de la MINURSO se prorrogó por períodos cortos cinco veces en el transcurso del año; en la ocasión más reciente, hasta el 31 de enero de 2004, mediante la resolución 1513, de 28 de octubre.



Asia



Bougainville


En tres ocasiones se informó al Consejo sobre la situación de Bougainville (Papua Nueva Guinea) y las actividades de la Oficina Política de las Naciones Unidas en Bougainville (UNPOB). Esta oficina fue establecida para asistir en la ejecución del Acuerdo de Paz de Bougainville, firmado en agosto de 2001, tras una década de conflicto armado en la isla.


Habida cuenta de que el mandato de la UNPOB terminaba el 31 de diciembre y el proceso de paz todavía no había alcanzado su conclusión lógica (el establecimiento de un gobierno autónomo), el 15 de diciembre el Secretario General informó al Consejo de su propósito de establecer, por un período de seis meses, una pequeña misión de observadores de las Naciones Unidas para terminar las tareas residuales de la UNPOB y apoyar los esfuerzos de las partes en el período de transición conducente a las elecciones. 


El 28 de marzo y el 6 de agosto se informó al Consejo sobre los avances logrados en el plan de eliminación de armas y el proceso constitucional.



Timor Oriental/Timor-Leste


La Administración de Transición de las Naciones Unidas para Timor Oriental (UNTAET), que el año pasado fue calificada de éxito “de manual” de las Naciones Unidas y había sido establecida en octubre de 1999 para administrar el territorio de Timor-Leste tras el referéndum del 30 de agosto, puso fin a las operaciones cuando el territorio obtuvo la independencia, el 20 de mayo de 2002. Poco tiempo antes, el 17 de mayo de 2002, el Consejo estableció la Misión de Apoyo de las Naciones Unidas en Timor Oriental (UNMISET) para que se encargara del seguimiento.


El 10 de marzo, en la primera sesión de información que daba este año al Consejo acerca de la situación en ese país, el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Jean-Marie Guéhenno, dijo que, a pesar de los logros, varios incidentes violentos eran motivo de alarma. Propuso que se aumentara la capacidad de la UNMISET para apoyar el desarrollo de la policía timorense y fortalecer, a corto plazo, la capacidad operacional para hacer frente a la amenaza que representaban los grupos armados. Asimismo, propuso que se retrasara la reducción del componente militar.


Estas recomendaciones fueron aprobadas el 4 de abril en la resolución 1473. En la resolución 1480, de 19 de marzo, se prorrogó el mandato de la UNMISET hasta el 20 de mayo de 2004.


También se informó al Consejo acerca de la situación el 28 de abril y el 15 de octubre. Los oradores de los debates subsiguientes acogieron con beneplácito la mejora continua de las relaciones entre el país e Indonesia, así como el acuerdo con Australia en materia de explotación petrolera. Los oradores insistieron en la necesidad de fortalecer la policía y el sistema judicial nacional y destacaron que la participación de las Naciones Unidas no debía terminar cuando concluyera el mandato de la UNMISET.


Europa



Bosnia y Herzegovina


El 1º de enero de este año, la Misión de Policía de la Unión Europea se hizo cargo de la labor de la Misión de las Naciones Unidas en Bosnia y Herzegovina (UNMIBH), luego de que el 31 de diciembre de 2002 concluyera el mandato de esa misión.


En su resolución 1491 de 11 de julio, el Consejo prorrogó por un período de 12 meses el mandato de la Fuerza Multinacional de Estabilización (SFOR).


El Alto Representante encargado de la aplicación del Acuerdo de Paz de Dayton, de 1995, Paddy Ashdown, informó al Consejo el 8 de octubre sobre el establecimiento del Estado de derecho y la reforma de la economía. Se prestaba mucha atención al establecimiento de una sala especial de crímenes de guerra en el Tribunal Estatal de Bosnia y Herzegovina para que las causas relativas a inculpados de rango medio o inferior pudieran ser transferidas a la jurisdicción nacional por el Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia. En lo que se refiere a la economía, el Sr. Ashdown dijo que una topadora había “arrasado con todo el papeleo”, por lo que se podrían emprender otras reformas estructurales.



Kosovo


El Consejo recibió información periódicamente sobre los últimos acontecimientos en Kosovo, en particular sobre la aplicación de la política “normas primero, estatuto después”. De conformidad con esa política, las instituciones provisionales de gobierno autónomo de Kosovo (Serbia y Montenegro) tienen que cumplir ciertas normas, o parámetros, antes de que se pueda tratar el estatuto de Kosovo. Las ocho normas que deben cumplirse se refieren a: las instituciones democráticas en funcionamiento, el Estado de derecho, la libertad de circulación, el regreso y la reintegración, la economía, los derechos de propiedad, el diálogo con Belgrado y el Cuerpo de Protección de Kosovo.


Esta política fue apoyada nuevamente en una declaración del Presidente de 12 de diciembre, en la cual se manifestaba el respaldo del Consejo al documento “Normas para Kosovo”, donde se definía, punto por punto, el significado de las normas. El Consejo también acogió con satisfacción el inicio del mecanismo de examen, que hacía posible examinar de forma completa los progresos logrados por las instituciones provisionales de gobierno autónomo.


Aunque en nueve debates sobre el tema los oradores acogieron con beneplácito los progresos realizados en la aplicación de la resolución 1244 (1999), que regía la situación en Kosovo, en particular el inicio de un diálogo directo entre Belgrado y Pristina sobre temas prácticos, expresaron preocupación por la violencia ética, la igualdad de derechos de las personas que no son albanesas y el retorno seguro y digno de los refugiados y desplazados. También manifestaron preocupación por la situación económica, ya que el desempleo llegaba al 57% en julio, y por el tema de la libertad de circulación. Además, exhortaron a que se pusiera fin a la impunidad de quienes habían cometido delitos violentos por motivos étnicos.



Chipre


Las esperanzas de llegar a una solución del problema de Chipre, donde la Fuerza de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre (UNFICYP), operación de mantenimiento de la paz continua más larga de la Organización, que se mantiene en activo desde 1964, se vieron mermadas a principios de este año, ya que, según se indicaba en la resolución 1475 del Consejo de Seguridad, de 14 de abril, no sería posible aplicar el plan de arreglo propuesto por el Secretario General debido a la “actitud negativa” del líder turcochipriota, Rauf Denktash. El Consejo lamentó esta situación tras escuchar un informe de Alvaro de Soto, Secretario General Adjunto y Asesor Especial del Secretario General sobre Chipre, que describió la ruptura de las negociaciones entre las partes, justo cuando estaba a punto de firmarse el tratado de adhesión a la Unión Europea, el 16 de abril.


La UNFICYP fue establecida en la resolución 186 del Consejo, de 1964 con el mandato de prevenir la repetición de los conflictos entre las comunidades de grecochipriotas y turcochipriotas, y contribuir a mantener y restaurar la ley y el orden. Tras las hostilidades de 1974, el Consejo amplió el mandato para incluir el mantenimiento de una zona de amortiguación entre ambas fuerzas. Desde entonces, en ausencia de un acuerdo político, el mandato se ha prorrogado cada seis meses.


Este año, el Consejo prorrogó dos veces el mandato de la misión; la última hasta el 15 de junio de 2004, mediante la resolución 1517.



Georgia


El malestar social en Abjasia, la región noroccidental de Georgia, se intensificó y ocasionó actos separatistas violentos en 1992. La Misión de Observadores de las Naciones Unidas en Georgia (UNOMIG) fue establecida en agosto de 1993 para verificar el cumplimiento de los acuerdos de cesación del fuego y seguir de cerca la situación de los derechos humanos. El Consejo prorrogó dos veces por unanimidad el mandato de la UNOMIG en 2003; la más reciente, hasta el 31 de enero de 2004, mediante la resolución 1494. El Consejo también aprobó que se añadiera un componente de policía civil de 20 oficiales para contribuir al establecimiento de condiciones conducentes al regreso seguro y digno de los desplazados dentro del país y los refugiados.



Tribunales y cortes internacionales



Tribunales Penales Internacionales para la ex Yugoslavia y Rwanda


Las medidas adoptadas el presente año por el Consejo en materia de tribunales penales internacionales se orientaron a terminar el trabajo de los tribunales en el plazo previsto.


En la resolución 1503, de 28 de agosto, se instaba a los tribunales a que concluyeran todos los procesos en primera instancia para fines de 2008 y toda su labor en 2010. En esa resolución, el Consejo dividió las labores de la fiscalía de los Tribunales, que hasta entonces habían estado a cargo de un único funcionario. En las resoluciones 1504 y 1505, de 4 de septiembre, se nombró Fiscal del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia a la Sra. Carla Del Ponte y Fiscal del Tribunal Penal Internacional para Rwanda a Hassan Bubacar Jallow.


Los estatutos de los Tribunales fueron modificados en las resoluciones 1481, de 19 de mayo, y 1512, de 27 de octubre, para que los magistrados ad lítem tengan la facultad de entender en actuaciones prejudiciales de otras causas durante el período en que hayan sido nombrados para prestar servicios en el Tribunal. En la resolución 1512 también se aumentó de 4 a 9 el número de magistrados ad lítem del Tribunal para Rwanda que prestan servicios al mismo tiempo. En una declaración del Presidente que acompañaba a la resolución 1512 se autorizó al Tribunal a financiar la renovación de los establecimientos penitenciarios de los Estados en los que se cumplieran penas dictadas por el Tribunal. En la resolución 1482, de 19 de mayo, se prorrogó el mandato de cuatro magistrados permanentes del Tribunal para Rwanda con el fin de permitirles concluir una serie de causas.


Los Presidentes y otros altos funcionarios de los Tribunales informaron al Consejo acerca del avance de sus actividades y de las estrategias aplicadas para concluir la labor de los tribunales de conformidad con lo dispuesto por el Consejo.


El 29 de abril, en la resolución 1477, el Consejo envió a la Asamblea General una lista de 35 candidatos a magistrados ad lítem para el Tribunal de Rwanda. El 28 de marzo se había prorrogado hasta el 15 de abril el plazo de presentación de candidaturas. 



Corte Penal Internacional


El 12 de junio, el Consejo aprobó la resolución 1487, por 12 votos a favor y con la abstención de Alemania, Francia y la República Árabe Siria. En la resolución se pide que la Corte Penal Internacional no procese al personal de las operaciones de mantenimiento de la paz de cualquier Estado que no sea parte en el Estatuto de la Corte, durante un período de 12 meses, prorrogando así una medida de excepción solicitada originalmente en julio del año anterior. Los miembros que se abstuvieron señalaron que la Corte Penal Internacional no constituía un impedimento para las operaciones de mantenimiento de la paz sino una salvaguarda y que no se justificaba que se prorrogara la vigencia de la resolución.



Cuestiones temáticas



Los niños y los conflictos armados


En la resolución 1460, de 30 de enero, el Consejo instó a todas las partes en conflictos armados que reclutaran o utilizaran a niños, a que dejaran de hacerlo de inmediato. El Consejo también observó con preocupación los casos de explotación sexual y abuso de mujeres y niños en situaciones de crisis humanitaria y pidió a los países que aportaban contingentes que incluyeran los seis principios básicos del Comité permanente entre organismos sobre emergencias en los códigos de conducta en la materia para el personal de mantenimiento de la paz y que establecieran mecanismos disciplinarios y de rendición de cuentas apropiados.


La resolución se aprobó tras un debate abierto, realizado el 14 de enero, sobre el informe del Secretario General (documento S/2002/1299), en el que figuraba una lista de 23 partes en conflictos armados que continuaban reclutando o utilizando niños soldados; estos conflictos estaban incluidos en el orden del día del Consejo y las partes en cuestión eran tanto fuerzas gubernamentales como grupos armados. Los conflictos en cuestión son los del Afganistán, Burundi, la República Democrática del Congo, Liberia y Somalia.



Capítulo VI de la Carta de las Naciones Unidas


El 13 de mayo, por iniciativa del Pakistán, que ese mes presidía el Consejo, se debatió el papel del Consejo en el arreglo pacífico de controversias. Los discursos de apertura estuvieron a cargo del Secretario General y tres eminentes personalidades: Sir Brian Urquhart, ex Secretario General Adjunto de Asuntos Políticos Especiales de las Naciones Unidas; Jamsheed Marker, ex Representante Personal del Secretario General para Timor Oriental; y Nabil Elaraby, Magistrado de la Corte Internacional de Justicia.


En una declaración del Presidente se citan los Artículos 33 a 38 del Capítulo VI de la Carta, en los que se establecen los medios que cabe utilizar y un marco para el arreglo pacífico de controversias, componente esencial de la labor del Consejo encaminada a promover y mantener la paz y la seguridad internacionales. Se subrayó que las medidas para fortalecer ese proceso debían ser continuas y más eficaces.


Los civiles en los conflictos armados


A efectos de proteger a los civiles en los conflictos armados, en una declaración del Presidente de 15 de marzo de 2002 que contenía un aide-mémoire sobre el tema, se señalaron 13 elementos principales de la protección de los civiles en situaciones de conflicto: acceso a las poblaciones vulnerables; separación de civiles y elementos armados; justicia y reconciliación; seguridad y orden público; desarme, desmovilización, reintegración y rehabilitación; armas pequeñas y medidas relativas a las minas; formación de las fuerzas de seguridad y de mantenimiento de la paz; efectos en las mujeres; efectos en los niños; protección y seguridad del personal de asistencia humanitaria y personal asociado; medios de comunicación e información; recursos naturales y conflictos armados; y consecuencias humanitarias de las sanciones.


En dos ocasiones, el Consejo recibió información sobre la ejecución de esos elementos. El primero en informar al Consejo fue el del Secretario General Adjunto de Asuntos Humanitarios y Coordinador del Socorro de Emergencia, Kenzo Oshima, el 20 de junio; el 9 de diciembre, Jan Egeland, sucesor del Sr. Oshima, presentó una versión actualizada del aide-mémoire, así como una “hoja de ruta”, y explicó 10 puntos basados en elementos de la hoja de ruta que merecieron el apoyo consensual del Consejo.


En una declaración del Presidente de 15 de diciembre, el Consejo aprobó el aide-mémoire actualizado, tomó nota con interés de la plataforma de acción de 10 puntos y manifestó que esperaba que continuaran los debates y consultas sobre el tema.



Diamantes


A lo largo de los años se ha señalado que la explotación ilícita de diamantes en bruto y su comercialización habían fomentado los conflictos en países como Sierra Leona y Liberia, entre otros. Los “diamantes de zonas en conflicto” figuran en varios regímenes de sanciones (por ejemplo, Liberia). En la resolución 1459, de 28 de enero, el Consejo apoyó resueltamente el sistema de certificación de los diamantes en bruto del Proceso de Kimberley, que se puso en marcha el 1º de enero, e instó a todos los Estados Miembros a participar en el sistema. Este sistema voluntario de autorregulación del sector facilitaría el rastreo completo de las transacciones de diamantes en bruto. 



VIH/SIDA


Habida cuenta de que en las operaciones de mantenimiento de la paz intervenían más de 42.000 personas, procedentes de 92 países, luchar contra la propagación del VIH/SIDA en esas operaciones era una labor sumamente difícil, manifestó ante el Consejo el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Jean-Marie Guéhenno, el 17 de noviembre. Era esencial que los Estados que aportaban contingentes integraran la sensibilización sobre el VIH en sus propios programas de capacitación. El Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz había elaborado un módulo de capacitación previa al despliegue sobre VIH/SIDA y había establecido un fondo fiduciario para el VIH/SIDA.


Al apoyar las recomendaciones del Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz y el Programa conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA (ONUSIDA), los oradores subrayaron la necesidad de realizar estudios más específicos sobre la prevalencia del VIH en las operaciones de mantenimiento de la paz y de evaluar la eficacia de los programas actuales.



Justicia y Estado de derecho


En una declaración del Presidente hecha pública tras una reunión a nivel ministerial, que se celebró el 24 de septiembre, el Consejo invitó a los Estados Miembros a contribuir al aumento de la función de las Naciones Unidas en el establecimiento de la justicia y el Estado de derecho en las sociedades luego de los conflictos. El Consejo estaba resuelto a aprovechar el importante acervo de experiencias pertinentes que existía en la Organización. Al finalizar la sesión, el Secretario General, Kofi Annan, dijo que las Naciones Unidas habían aprendido que el Estado de derecho no era un lujo. Las personas habían perdido la fe en el proceso de paz porque no se sentían a salvo de la delincuencia o recurrían a la violencia porque no había mecanismos fiables para hacer cumplir la ley. “Hemos aprendido que demorar la creación del Estado de derecho es negar la paz duradera”, dijo.


El 30 de septiembre, durante una sesión de seguimiento, el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Jean-Marie Guéhenno, indicó que los costos de los componentes judicial y penitenciario de las misiones eran bastante pequeños en comparación con los que suponía el despliegue de fuerzas militares de grandes proporciones, por lo que el apoyo al Estado de derecho era una buena inversión. Los oradores destacaron la relación existente entre la justicia, el Estado de derecho y la construcción de una sociedad pacífica. Se hizo un llamamiento para acabar con la cultura de impunidad. La Corte Penal Internacional se consideraba de manera generalizada un mecanismo adecuado para corregir la situación. Muchos oradores subrayaron la necesidad de encontrar el equilibrio entre justicia y reconciliación.



Actividades relativas a las minas


Reconociendo las consecuencias a largo plazo de las minas terrestres y municiones sin detonar para la paz y la seguridad, el Consejo de Seguridad, en una declaración del Presidente de 19 de noviembre, expresó su intención de tener en cuenta, siempre que sea apropiado, las cuestiones relacionadas con las actividades relativas a las minas en los mandatos de las operaciones de mantenimiento de la paz e instó al Secretario General a que incluyera ese tipo de actividades en las iniciativas de desarme, desmovilización y reintegración. Destacó la importancia de la asistencia técnica internacional para los países que se ven afectados por la presencia de minas e instó a los Estados Miembros a proporcionar asistencia financiera suficiente para apoyar las actividades relativas a las minas mediante nuevas aportaciones al Fondo Fiduciario de contribuciones voluntarias para prestar asistencia a las actividades relativas a las minas. La declaración se hizo pública después de que el 13 de noviembre tuviera lugar una sesión de información a cargo del Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Jean-Marie Guéhenno, que dijo que las actividades relativas a las minas eran un componente dinámico de las operaciones de mantenimiento de la paz, y de Martin Dahinden, Director del Centro Internacional de Desminado Humanitario de Ginebra.



Operaciones de mantenimiento de la paz


El 28 de agosto, al tratar de los medios para mejorar el apoyo a las operaciones de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz en varias partes del mundo, el Consejo se refirió a la naturaleza cambiante y cada vez más compleja de las operaciones de mantenimiento de la paz; algunos oradores subrayaron la necesidad de contar con mandatos y cronogramas claros, así como con condiciones que aseguraran su ejecución. Las operaciones de mantenimiento de la paz no sólo debían proporcionar fuerzas militares, sino que además debían prestar apoyo para la restauración de la paz duradera mediante actividades humanitarias y de desarme, desmovilización y reintegración de los ex combatientes, apoyar el Estado de derecho, asistir en las elecciones y colaborar en la reconstrucción económica. Tenía particular importancia que los recursos humanos y financieros fueran suficientes. 



Situaciones posteriores a conflictos


El 30 de abril, durante un debate sobre el papel de la Organización en las situaciones posteriores a conflictos, los oradores señalaron que, en algunos casos, se habían producido vacíos en la transición entre las operaciones de mantenimiento de la paz y de consolidación de la paz y destacaron la importancia de la coherencia de las actividades, la coordinación entre los órganos de las Naciones Unidas y la flexibilidad. Se consideró particularmente importante contar con recursos humanos y financieros suficientes. Se podrían obtener enseñanzas notables de la experiencia anterior en resolución de conflictos y mantenimiento de la paz.


Habida cuenta de que gran parte de las deliberaciones se centraron en la situación en el Iraq, el Secretario General, Kofi Annan, hizo un llamamiento para que el Consejo dejara atrás los desacuerdos del pasado y encontrara “una unidad de propósito en la etapa de la posguerra”.



Organizaciones regionales


El 11 de abril, el Consejo celebró una sesión conjunta con organizaciones regionales sobre el tema: “El Consejo de Seguridad y las organizaciones regionales ante los nuevos desafíos para la paz y la seguridad internacionales”. El Secretario General, Kofi Annan, presentó una lista de las posibles amenazas mundiales para la estabilidad e indicó que la Organización se encontraba en una coyuntura decisiva en la evolución de las relaciones internacionales; a continuación, el debate se centró en la prevención, gestión y resolución de conflictos, en particular en relación con las nuevas oportunidades de cooperación entre las Naciones Unidas y las organizaciones regionales. La cooperación debía fundarse en la complementariedad de las acciones, teniendo en cuenta las diferencias regionales.



Seguridad de los trabajadores humanitarios


El 26 de agosto, una semana después del atentado contra la sede de las Naciones Unidas en Bagdad (Iraq) y otros atentados contra trabajadores humanitarios, el Consejo aprobó la resolución 1502, en la que expresaba su enérgica condena de todas las formas de violencia contra quienes participaban en operaciones humanitarias y exhortaba a los Estados a velar por que los crímenes contra ese personal no quedaran impunes.



Sanciones


El 25 de febrero se trataron las cuestiones generales relativas a las sanciones, incluidos los plazos, el daño humanitario indirecto y la evasión; en esa ocasión, el Secretario de Estado de Relaciones Exteriores de Suecia, Hans Dahlgren, presentó las conclusiones del Proceso de Estocolmo sobre la aplicación de sanciones selectivas. El Proceso era resultado de más de un año de trabajo y en él participaron, entre otros, gobiernos, organizaciones no gubernamentales y profesores universitarios con el fin de sugerir medios de fortalecer la capacidad de las Naciones Unidas y los Estados Miembros para aplicar sanciones selectivas.


En el debate subsiguiente, algunos oradores subrayaron que las sanciones, como medidas coercitivas, no debían aplicarse en primera sino en última instancia. Otros señalaron que las “sanciones inteligentes” seguían siendo objeto de violaciones frecuentes. Se debería establecer un mecanismo de seguimiento uniforme y eficaz. Se destacó que, cuanto más eficaces, objetivos y transparentes fuesen los regímenes de sanciones, más útiles serían para aplicar el Capítulo VII de la Carta, lo que permitiría que el Consejo no tuviera que recurrir al uso de la fuerza.


El 22 de diciembre el Consejo escuchó los informes del Presidente del Grupo de Trabajo sobre cuestiones generales relativas a las sanciones (el representante del Camerún) y de los Presidentes de los Comités de Sanciones para el Iraq (Alemania), Somalia (Bulgaria), Rwanda (República Árabe Siria) y Sierra Leona (México).



Las mujeres, la paz y la seguridad


El Consejo se reunió el 29 de octubre, cuando se cumplía el tercer aniversario de la aprobación de la resolución 1325 (2000), en la que se expresaba preocupación por el hecho de que las mujeres y los niños constituían la inmensa mayoría de los afectados por los conflictos armados y se reafirmaba el papel de la mujer en la prevención y solución de conflictos. El Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz informó al Consejo sobre la aplicación de esta resolución en el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz. Amy Smythe, Asesora Superior de la Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo, presentó experiencias sobre el terreno. Participaron en el debate 37 Estados Miembros, entre ellos altos funcionarios gubernamentales de Alemania, Fiji y los Países Bajos.


Algunos oradores instaron al Consejo a incluir expresamente la perspectiva de género en la elaboración de los mandatos y a asegurar que las mujeres participaran en todos los aspectos del proceso de adopción de decisiones encaminado a la solución de conflictos. Se exhortó al Secretario General a que nombrara a más mujeres para ocupar cargos de representante y enviada especial. Se trató particularmente el tema de la violencia sexual contra la mujer durante los conflictos y los períodos posteriores, incluso por parte del personal humanitario, y los oradores hicieron un llamamiento para que se pusiera fin a la impunidad de quienes cometían esos delitos. Algunos señalaron que en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional se había tipificado como delito la violencia sexual y de género.



Informe anual


El 19 de septiembre el Consejo de Seguridad aprobó su quincuagésimo octavo informe anual a la Asamblea General, correspondiente al período comprendido entre el 1° de agosto de 2002 y el 31 de julio de 2003 (documento A/58/2). El informe incluye una introducción detallada en la que se resumen las actividades del Consejo.
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